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UNIDAD I: Principios Generales
Concepto del Derecho Procesal
Art. 18 CN: Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormentos y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija, hará responsable al juez que la autorice. 

 
La función penal es la facultad y el deber que tiene el Estado de combatir la delincuencia; función que se cumple en forma necesaria, obligatoria y autolimitada. 

El Derecho Penal sustancial se halla regulado en el Art. 75 – Inc. 12 de nuestra Constitución Nacional (“… dictar los Códigos … Penal…”). Pero la previsión sustancial debe concretarse en el caso particular, convirtiendo la pretensión punitiva del Estado en derecho subjetivo de punir, paso que se cumple, mediante el proceso (“juicio”, como es mencionado en el Art. 18 de la CN). 


Este juicio deberá tramitarse, necesaria y obligatoriamente, por ante los tribunales constituidos al efecto, tanto nacionales como provinciales. La regulación del proceso y la regulación del tribunal constituyen la administración de justicia. 


El poder judicial es uno de los tres órganos independientes que, en base a nuestro sistema republicano, prevé la Constitución Nacional. A este Poder Judicial de la Nación lo encabeza la Corte Suprema de Justicia (Art. 108 CN) y se completa con los demás tribunales inferiores creados por ley.

Art. 108 CN. - El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación.


Por encima de la Corte se halla el Consejo de la Magistratura que tiene a su cargo la selección de los magistrados y la administración del Poder Judicial de la Nación.


Para asegurar la privaticidad de la función jurisdiccional se prohíbe al Presidente de la Nación en conocer y decidir en causas judiciales (Art. 109 CN). 
Art. 109 CN. - En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas.

Aún en sus facultades extraordinarias durante el estado de sitio, lo limita a sólo poder arrestar a las personas, disponer su traslado a lugares del país y conceder la opción para salir de él (Art. 23 CN).   

Art. 23. CN - En caso de conmoción interior o de ataque exterior que pongan en peligro el ejercicio de esta Constitución y de las autoridades creadas por ella, se declarará en estado de sitio la provincia o territorio en donde exista la perturbación del orden, quedando suspensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta suspensión no podrá el presidente de la República condenar por sí ni aplicar penas. Su poder se limitará en tal caso respecto de las personas a arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio argentino.


La administración de justicia se regula a través de sus dos núcleos: la organización del juez y la organización del proceso, por las leyes orgánicas de tribunales y las leyes de procedimientos respectivamente. 


De esta manera, contamos en nuestro país con una organización judicial nacional que cubre todo el territorio y que se distingue como justicia de sección, y la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como justicia federal o especial y ordinaria o común de la misma.


El proceso penal se desarrolla en ella conforme la regulación que impone el Código Procesal Penal (Ley 23.984), sus leyes complementarias y reglamentos de justicia. 


Todo ello se completa con similares ordenamientos dictados por cada una de las 23 provincias. (Art. 7 CN). 
Art. 7º CN - Los actos públicos y procedimientos judiciales de una provincia gozan de entera fe en las demás; y el Congreso puede por leyes generales determinar cuál será la forma probatoria de estos actos y procedimientos, y los efectos legales que producirán.

El juzgamiento sólo puede ser llevado a cabo  sobre una ley penal sustancial que acuñe al hecho como delito antes de haber éste acontecido (Art. 18 y 19 CN). El Estado se autolimita en la incriminación por el principio “Nullum crimen, nulla poena sine lege”, y en el orden procesal por el principio “nullum poena sine legalem judicio”. 

Art. 18. CN - Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.

Art. 19. CN - Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.


El Estado tiene el deber de asumir la calidad de parte en el proceso, con la obligación por parte del acusador de probar tanto el hecho como la responsabilidad del acusado. 

El Derecho Procesal Penal. Objeto


El Derecho Procesal Penal es la rama del derecho público que establece los principios y regulación tanto de los órganos jurisdiccionales del Estado para la administración de justicia, como del proceso como medio para la concreción del derecho. Ello es lo que se hace por medio del proceso, con intervención de las partes, ante un órgano jurisdiccional. Esta es la materia que es objeto del Derecho Procesal Penal, y también, su parte en la función penal del Estado.
Caracteres

A-. Es una rama del Derecho público: porque sus normas regulan la actividad del Estado, cual es su función jurisdiccional. 

B-. Funcionalmente es accesorio o instrumental del Derecho Penal material: el objeto propuesto por el Derecho Procesal Penal es el de la concreción o materialización del Derecho Penal sustancial. (Código de fondo)
C-. Científicamente, como disciplina, es autónomo del Derecho Penal material: la finalidades de ambas ramas jurídicas se separan. La del Derecho Penal (Código de fondo) es la de la determinación de la acción humana que, por tipificada, tiene como consecuencia la imposición de una pena. La del Derecho Procesal Penal (Código de forma o adjetivo) es la de la regulación de la actividad que debe cumplirse para la aplicación de la pena. 

D-. Es una rama del Derecho Procesal general: dentro de una misma disciplina el Derecho Procesal Penal es sólo una de las ramas; la otra es la del Derecho Procesal Civil.
Relaciones con otras disciplinas jurídicas y no jurídicas

Relación con disciplinas jurídicas:

A-. Con el Derecho Constitucional: en la forma y por las razones que ya hemos analizado.

B-. Con el Derecho Penal sustancial: que es el que tipifica las conductas que, imputadas a un hombre, constituyen el objeto del trabajo del Derecho Procesal Penal.

C-. Con el Derecho Civil: que es disciplina a la que se recurre en institutos básicos, como el cómputo del tiempo, la capacidad de las personas, los domicilios, los parentescos, la conceptuación de instrumentos públicos y privados, etc... 

D-. Con el Derecho Procesal Civil: que como rama de un mismo tronco disciplinario, hace que pueda integrarse en muchos de sus institutos, no específicos. 

E-. Con el Derecho Internacional Privado: es otra de las áreas jurídicas con las que se relaciona, saliendo del territorio nacional y en contacto con el Derecho de otros Estados, ya como país requerido o requirente, debe adecuarse a esa realidad internacional y regularse por tratados, complementándose con las reglas procesales internas. 

F-. Con el Derecho Administrativo: es la rama del Derecho que se ocupa de los problemas cuando una de las partes que interviene es el Estado; cualquier delito cometido por un funcionario público o en el caso del Servicio Penitenciario, que depende del Estado dentro del Ministerio del Interior que es regulado por el Poder Ejecutivo. 

Relación con disciplinas no jurídicas:

A-. Con la Medicina: ésta, con el aporte de su especialidad legal, podrá informar tanto en cuanto a la capacidad procesal como en orden a la responsabilidad penal. Aportará gran cantidad de material  pericialmente. 

B-. Sociología y Psicología: son ciencias cuyos aportes son de valor como base pericial para la apreciación de múltiples aspectos procesales. 

C-. Criminalística: como técnica de la investigación se relaciona con el Derecho Procesal Penal aportando su caudal de técnicas investigativas (cuerpo del delito, identificación de imputados, apreciación de medios de comisión, etc.).

D-. Criminología: ciencia que estudia el antes (factores sociales que contribuyen al delito, como ser: factores psicológicos, climáticos, literarios, musicales, etc.), el durante  y el después (en ambos se trata qué se hace procesalmente con el delincuente, o sea que el Derecho Procesal Penal se encuentra en dos etapas de la criminología)

D-. Computación. Informática jurídica:   También son auxiliares del Derecho Procesal Penal, no sólo para la investigación del objeto del proceso, sino para el funcionamiento de la administración. 
Autonomía del Derecho Procesal Penal. Fuentes

1-. Constitución Nacional: en la que se encuentran todos los principios que regulan, como garantías, todos los derechos tanto de la sociedad como del individuo en la administración de justicia penal. 

2-. Leyes dictadas en consecuencia de estos principios básicos: que organizan los tribunales, en cuanto a su composición, instancias, competencia, etc. 

3-. Leyes: que regulan el proceso a llevarse a cabo ante esos tribunales (Códigos Procesales Penales tanto de la Nación como de cada una de las Provincias).

4-. Leyes espaciales: complementarias de esos Códigos, que regulan aspectos específicos (archivos de documentos, destino de ellos, notificaciones, etc.).

5-. Tratados internacionales: regulando los procedimientos entre Estados, cooperación entre ellos, o validez de los actos entre países.

6-. Reglamentos de justicia: que tienen facultad de dictar tanto la Corte Suprema de Justicia de la Nación como los demás superiores tribunales de Provincia.

7-. Jurisprudencia: es otra de las fuentes tanto en lo que se refiere a las previsiones procesales de la Constitución Nacional, como al resto de los órdenes normativos. 
8-. Doctrina: no es fuente del Derecho Procesal Penal. La Doctrina y la interpretación que ella haga de las leyes, podrán fundar nuevas leyes y tendrá mayor o menor peso según la jerarquía de su autor, pero, por sí misma, no es fuente.

9-. Costumbre: no es fuente de Derecho Procesal Penal. La elaboración de cada norma de esta materia impone un minucioso análisis de los derechos y garantías comprometidos. 
Ley procesal penal. Sus efectos en el tiempo, en el espacio y en las personas.

Efectos espaciales

Respecto de este tipo de ley, rige el principio de territorialidad por el cual ésta es de aplicación dentro del territorio nacional o provincial para el cual se ha dictado. Se incluye dentro de este aspecto espacial los conocidos como territorios flotantes, aguas o espacio aéreo internacionales, de acuerdo a la bandera de la nave o aeronave.

Efectos temporales


Esto está vinculado con la ganaría del juez natural que regula el Art. 18 CN. (“Ningún habitante la Nación puede ser … juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley, antes del hecho de la causa”). Tiene mucha importancia el momento de comisión del delito. Como regla general la ley procesal rige para el futuro, pero condiciona tal aplicación para las causas ya en trámite bajo determinadas circunstancias. 

Efectos personales


Por imperio del Art. 16 CN, todos los habitantes de la Nación siendo iguales ante la ley, lo son ante la ley procesal penal, ante los tribunales naturales y los procesos regulados. Pero esta garantía se atenúa a cada caso, recogiendo la realidad el proceso común se especializa por normas que se suman a las comunes, para el caso de los menores de cierta edad imputados de delitos. Con objetivo tutelar se les exime de la detención y prisión preventiva. 
Art. 16. CN - La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.


Otras previsiones contemplan variantes en cuanto al sometimiento a ciertas personas al proceso penal, de acuerdo con su carácter funcional. El Presidente, el Vicepresidente, el Jefe de Gabinete de Ministros, los Ministros y los Miembros de la Corte Suprema de Justicia, poseen el privilegio de no entrar directamente al proceso penal como los demás habitantes; estos deben ser previamente sometidos al juicio político por el Senado. 
Los principios constitucionales en el Derecho Procesal Penal

Juez natural


Todo magistrado judicial creado por las leyes de la República, nacionales o provinciales, e investido por ellas con la jurisdicción y competencia respectivas. Son “los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa”, a que se refiere la Constitución, de los cuales no puede ser sacado ningún habitante de la Nación que deba ser sometido a proceso. Son los jueces a quien la ley declara competentes. El ciudadano no puede ser sacado de ellos para ser entregado a otros jueces o comisiones que carezcan de competencia para juzgarlo. Los jueces naturales deberán preexistir a la causa en que van a conocer.

Los jueces naturales se determinan por turnos y jurisdicción antes del 1ª de enero y, a su vez, los hechos de la jurisdicción se dividen en distintos juzgados.

La disposición de los turnos de los juzgados está predeterminada por todo el año por la Constitución; el Código Procesal Penal; Ley 23.958: para los jueces criminales, correccionales y de menores; Ley 24.050 que regula los Tribunales Penales y de Casación; y la Ley de Turnos que expide el Congreso de la Nación.


La única excepción al juez natural es para las relaciones de familia (ej.: en el caso que te juzgue tu padre).

Juicio previo
Toda persona que comete un delito va a ser sometido a proceso penal. El juicio previo debe estar asentado en ley anterior al hecho del proceso, es decir, debe estar el proceso reglamentado en la ley previamente a la comisión del delito.
El proceso se divide en dos partes: la primera va a llevar un único juez quien dicta autos o decretos; mientras que en la segunda etapa se da ante un tribunal oral (para garantizar la imparcialidad) que es quien dicta la sentencia. 

Debido proceso
Es el consistente en no ser privado de la vida, libertad o propiedad sin la garantía que supone la tramitación de un proceso desenvuelto en la forma que establece la ley, y de una ley dotada de todas las garantías del proceso parlamentario. 

Con el debido proceso se garantiza el carácter republicano de nuestro Estado mediante la división de poderes que distingue tres etapas: la de acusar, defender y juzgar; y la publicación de los actos de gobierno.

Presunción de inocencia
Suposición de que toda persona acusada de un delito no es responsable hasta tanto se pruebe la ejecución o complicidad. La presunción de inocencia ampara, en los enjuiciamientos de tipo liberal, a los acusados cuya culpabilidad debe demostrar, para fundar la condena, el acusador.

El jurista Claria Olmedo dice que hay “estado de inocencia”, porque la presunción significa duda. Este estado de inocencia se cambia por una sentencia firme condenatoria (en principio no se puede recurrir).

El principio general emanado de la presunción de inocencia importa “que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario”. El acusado no debe probar su inocencia, sino que lo debe hacer quien lo acusa. 

Todas las personas deben mantener su libertad mientras que no sea declarado culpable (sentencia), puesto que es inocente y se garantiza su derecho constitucional de libre tránsito por el territorio de la República. Pero, a este principio general, le caben dos excepciones: primer caso: si el delito tiene como mínimo 8 años de prisión, por la gravedad del delito cabe la prisión preventiva, la cual es obligatoria; en segundo caso, si el juez, con sana crítica, determina que aún siendo la pena menor a 8 años, los antecedentes del acusado hagan suponer que se va a fugar o a entorpecer la justicia (contaminar las pruebas del proceso).
La prisión preventiva es de dos años más una prórroga de un año para el caso de delitos complejos que requieren mayor análisis y conocimiento.

Nulla crimen, nulla poena sine lege poenale previa


Esto significa que no hay crimen ni pena sin ley penal previa, por lo tanto los delitos deben estar tipificados antes de la comisión del hecho. 
Interpretación restrictiva no analógica

Cada vez que el juez tenga que aplicar una sanción procesal o privar de la libertad a un imputado, el principio establece que deberá aplicar la prisión preventiva a la menor cantidad de casos posibles. La ley penal de fondo establece que no se debe aplicar la analogía. En cambio la ley penal de forma (procesal) permite aplicar la analogía, pero siempre en beneficio del acusado nunca en su contra.
En el Derecho Penal de fondo, suele distinguirse entre analogía in malam partem y analogía in bonam partem, entendiendo por la primera la que integra la ley extendiendo la punibilidad y por la segunda la que la restringe.  

Como regla general siempre que se trata de integrar la ley, la analogía está proscripta, cualquiera fuese el sentido que se le diese, aunque eventualmente pueda admitirse la analogía in bonam partem para salvar la racionalidad del derecho y, con ella, el principio republicano de gobierno que exige racionalidad. 

Non bis in idem

Significa “no dos veces por la misma causa”. En Derecho Penal, es el principio según el cual nadie puede ser condenado dos veces por un mismo delito o infracción.

La referencia a “el mismo hecho” es importante porque tiene que ver exactamente con el mismo hecho y no delito, porque se pueden cometer dos delitos, pero no ser el mismo hecho.

Ejemplo: yo mato a X, yo mato a X (el mismo hecho = non bis in idem); 

               Yo mato a X, yo mato a Y (mismo delito: homicidio, pero no es el mismo hecho).

Para ser perseguido por el hecho debe haber una triple identidad: causa, sujeto y objeto. En el ejemplo anterior: la causa es la misma; el asesino es el mismo, pero el objeto es diferente (uno es X y otro es Y).

In dubbio pro reo:

Significa “la duda aprovecha al reo”. Expresión que denota que la falta de pruebas suficientes debe obrar a favor del acusado de una infracción sancionada penalmente.
Si el juez duda sobre la prueba, es decir que ésta no da ni para absolverlo ni para condenarlo, ante esta duda debe absolverlo, es decir que la duda obra a favor del reo.

Este principio penal se trasladó al Derecho Laboral: induvio pro operario.

El principio general del in dubbio pro reo tiene su excepción en el enriquecimiento ilícito, que consiste en el incremento desmedido del patrimonio de un funcionario. En este caso será el acusado quien deberá aportar las pruebas que demuestren como obtuvo ese incremento ya que sobre el pesa una presunción en contra iuris tantum (admite prueba en contrario).

Pacto de San José de Costa Rica


Se firmó en 1969, en San José de Costa Rica y fue incorporado en nuestro ordenamiento en 1984, por Ley 23.054, durante el gobierno del Dr. Alfonsín, impulsado por las presiones ejercidas por diferentes grupos defensores de los derechos humanos. Pasó a tener rango constitucional en 1994 a través de la reforma de la Constitución Nacional. Se trata de una convención americana sobre derechos humanos. Entre otros institutos, consagra el derecho a réplica, que no se halla legislado sino en el Pacto mismo.

Recepta también los preceptos constitucionales contenidos en el Art. 18 de la Constitución y los Art. 1, 2 y 3 del Código Procesal Penal.

Art. 1º CPP: Nadie podrá ser juzgado por otros jueces que los designados de acuerdo con la Constitución y competentes según sus leyes reglamentarias, ni penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso y sustanciado conforme a las disposiciones de esta ley, ni considerado culpable mientras una sentencia firme no desvirtúe la presunción de inocencia de que todo imputado goza, ni perseguido penalmente más de una vez por el mismo hecho.

Interpretación restrictiva y analógica

Art. 2º CPP: Toda disposición legal que coarte la libertad personal, que limite el ejercicio de un derecho atribuido por este Código, o que establezca sanciones procesales, deberá ser interpretada restrictivamente. Las leyes penales no podrán aplicarse por analogía.

"In dubio pro reo"

Art. 3º CPP: En caso de duda deberá estarse a lo que sea más favorable al imputado.

El Pacto hace referencia a estos preceptos constitucionales en los siguientes artículos:
7. Derecho a la libertad personal
1º) Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2º) Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3º) Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4º) Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

5º) Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.
6º) Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que ése decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

7º) Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.

8. Garantías judiciales
1º) Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2º) Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a. Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b. Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c. Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d. Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h. Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3º) La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4º) El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

5º) El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.

9. Principio de legalidad y de retroactividad
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.
24. Igualdad ante la ley
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.
25. Protección judicial

1º) Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos


Este Pacto se firma en 1966 en Nueva York y se incorpora a nuestra legislación en 1986 por Ley. 23.313, tomando luego rango constitucional en 1994. Así como el Pacto de San José de Costa Rica pone especial acento en lo que hace a la libertad ambulatoria y garantías procesales, este Pacto se refiere, fundamentalmente, a la persecución.

ARTÍCULO 9

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella.

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal.

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación.
ARTÍCULO 14

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas;

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella;

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección;

c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas;

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo;

e) A interrogar o hace interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo;

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal;

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social.

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido.

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país.
ARTÍCULO 15

1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.
ARTÍCULO 26

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio)


Son sugerencias que se le hacen a los Estados firmantes para el tratamiento de la pena privativa de la libertad. Establecen un plazo dentro del cual los Estados firmantes deben comprometerse a terminar dicho tratamiento.


La pena privativa de la libertad debe ser una excepción; el juez debe siempre, en primer lugar, intentar imponer otras penas: medida de seguridad, sanción pecuniaria, trabajos voluntarios, etc.. El ideal de resocialización se haya desvirtuado por lo que se debe evitar que el sujeto se corrompa ulteriormente en prisión.


Hace dos años se le reclamó a la Argentina el no haber tratado el tema y se le exigió que acortara los plazos para aplicarla.


Estas reglas fueron adoptadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1990. 
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